
 

PROYECTO DE LEY ___ 

“POR MEDIO DEL CUAL SE ADICIONA UN ARTÍCULO NUEVO A LA LEY 4 DE 1992.” 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

DECRETA 

SUSTENTACIÓN PROYECTO DE LEY 

 

El presente documento tiene como objeto la presentación de argumentos sólidos en pro de los 

Defensores de Familia del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, quienes por su dimensión 

funcional merecen, al menos, en cuanto a su retribución salarial, una equiparación,  frente a otros 

servidores estatales que desarrollan su función en similares condiciones, aspecto que servirá, 

además, como incentivo para el mejoramiento de su labor. 

 

Con la exposición siguiente, aflora una notoria desigualdad que afrenta los derechos de los 

mencionados funcionarios, que se refleja en una vulneración al principio de protección al derecho 

fundamental de igualdad de trato y al derecho a recibir un salario proporcional a la cantidad y calidad 

de trabajo, lo que impone un restablecimiento de la situación en consideración a los elementales 

principios de equidad y justicia (art. 2 y 53 de la C.N.). 

 

DESARROLLO DE LA PROPUESTA  

 

A efectos de la presentación del problema o desigualdad que afrontan los Defensores de Familia, 

resulta oportuno y necesario efectuar un paralelo en cuanto a sus calidades, funciones y 

remuneración con otros servidores del Estado que se desempeñan en otras entidades y que gozan 

de un trato más igualitario que aquellos, esto es, los Procuradores Judiciales y los Fiscales 

Delegados, quienes  ejercen la mayor parte de sus atribuciones ante Funcionarios de la Rama 

Judicial del Poder Público.  

 

Es por ello que, es importante tener como fuente o soporte principal de esta propuesta las funciones 

que desarrollan los Defensores de Familia, para así poder demostrar la desigualdad de trato a que 

están siendo sometidos por parte del Gobierno Nacional en cuanto a su régimen salarial, quienes 

pese a ejercer un gran número de funciones, y que las mismas no solamente se circunscriben a 

asuntos de índole administrativo, sino también jurisdiccional, de intervención y de asesoría, 

correspondiendo su ejercicio mayoritariamente ante los Jueces de Familia y Jueces Penales del 

Circuito para Adolescentes, su salario no se acompasa a la realidad ni se asemeja a los demás 

servidores que desarrollan su cargo en condiciones similares. 

 

Se desciende entonces a verificar los puntos mencionados: 



 

CALIDADES Y/O REQUISITOS EXIGIDOS PARA EJERCER EL CARGO DE DEFENSOR DE 

FAMILIA 

 

Conforme al artículo 80 de la Ley 1098 de 2006, para ser Defensor de Familia se requiere: 

 

1. Ser abogado en ejercicio y con tarjeta profesional vigente. 
 
2. No tener antecedentes penales, ni disciplinarios. 
 
3. Acreditar título de posgrado en Derecho de Familia, Derecho Civil, Derecho Administrativo, 

Derecho Constitucional, Derecho Procesal, Derechos Humanos, o en Ciencias Sociales siempre y 

cuando en este último caso el estudio de la familia sea un componente curricular del programa. 

 

FUNCIONES 

 

De conformidad con el artículo 82 de la Ley 1098 de 2006, corresponde al Defensor de Familia: 

 

1. Adelantar de oficio, las actuaciones necesarias para prevenir, proteger, garantizar y restablecer 

los derechos de los niños, las niñas, los adolescentes y las adolescentes cuando tenga información 

sobre su vulneración o amenaza. 

 

2. Adoptar las medidas de restablecimiento establecidas en la presente ley para detener la violación 

o amenaza de los derechos de los niños, las niñas o los adolescentes. 

 

3. Emitir los conceptos ordenados por la ley, en las actuaciones judiciales o administrativas, entre 

éstos encontramos los que se solicitan en tramites notariales de divorcio y cancelación voluntaria del 

patrimonio de familia. 

 

4. Ejercer las funciones de policía señaladas en este Código. 

 

5. Dictar las medidas de restablecimiento de los derechos para los niños y las niñas menores de 

catorce (14) años que cometan delitos. 

 

6. Asumir la asistencia y protección del adolescente responsable de haber infringido la ley penal ante 

el juez penal para adolescentes. 

 

7. Conceder permiso para salir del país a los niños, las niñas y los adolescentes, cuando no sea 

necesaria la intervención del juez. 

 



8. Promover la conciliación extrajudicial en los asuntos relacionados con derechos y obligaciones 

entre cónyuges, compañeros permanentes, padres e hijos, miembros de la familia o personas 

responsables del cuidado del niño, niña o adolescente 

 

9. Aprobar las conciliaciones en relación con la asignación de la custodia y cuidado personal del 

niño, el establecimiento de las relaciones materno o paterno filiales, la determinación de la cuota 

alimentaria, la fijación provisional de residencia separada, la suspensión de la vida en común de los 

cónyuges o compañeros permanentes, la separación de cuerpos y de bienes del matrimonio civil o 

religioso, las cauciones de comportamiento conyugal, la disolución y liquidación de sociedad 

conyugal por causa distinta de la muerte del cónyuge y los demás aspectos relacionados con el 

régimen económico del matrimonio y los derechos sucesorales, sin perjuicio de la competencia 

atribuida por la ley a los notarios. 

 

10. Citar al presunto padre con miras al reconocimiento voluntario del hijo extramatrimonial nacido o 

que esté por nacer y, en caso de producirse, extender el acta respectiva y ordenar la inscripción o 

corrección del nombre en el registro del estado civil.  

 

11. Promover los procesos o trámites judiciales a que haya lugar en defensa de los derechos de los 

niños, las niñas o los adolescentes, e intervenir en los procesos en que se discutan derechos de 

estos, sin perjuicio de la actuación del Ministerio Público y de la representación judicial a que haya 

lugar. 

 

12. Representar a los niños, las niñas o los adolescentes en las actuaciones judiciales o 

administrativas, cuando carezcan de representante, o este se halle ausente o incapacitado, o sea el 

agente de la amenaza o vulneración de derechos. 

 

13. Fijar cuota provisional de alimentos, siempre que no se logre conciliación. 

 

14. Declarar la situación de adoptabilidad en que se encuentre el niño, niña o adolescente. 

 

15. Autorizar la adopción en los casos previstos en la ley. 

 

16. Formular denuncia penal cuando advierta que el niño, niña o adolescente ha sido víctima de un 

delito. 

 

17. Ejercer las funciones atribuidas por el artículo 71 de la Ley 906 de 2004.  Las funciones 

atribuidas en dicha norma son: 

 

a) Cuando el sujeto pasivo estuviere imposibilitado para formular la querella, o sea incapaz y 
carezca de representante legal, o este sea autor o partícipe del delito, puede presentarla el 
Defensor de Familia, el agente del Ministerio Público o los perjudicados directos. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr001.html#71


 
b) En el delito de inasistencia alimentaria será también querellante legítimo el Defensor de 

Familia. 

 

18. Asesorar y orientar al público en materia de derechos de la infancia, la adolescencia y la familia. 

 

19. Solicitar la inscripción del nacimiento de un niño, la corrección, modificación o cancelación de su 

registro civil, ante la Dirección Nacional de Registro Civil de las personas, siempre y cuando dentro 

del proceso administrativo de restablecimiento de sus derechos se pruebe que el nombre y sus 

apellidos no corresponden a la realidad de su estado civil y a su origen biológico, sin necesidad de 

acudir a la jurisdicción de familia. 

 

A más de las anteriores, tenemos las siguientes: 

 

20. Adelantar el proceso de restitución internacional del niño, niña o adolescente (art. 112 ley 1098). 

 

21. Adelantar el correspondiente proceso de alimentos en los casos previstos en la ley (artículo 397 

del C.G.P.). 

 

22. Solicitar cualquier medida judicial tendiente a favorecer la condición personal del que sufre 

discapacidad mental (art. 14 Ley 1306 de 2009).  

 

23. Prestar asistencia personal y jurídica a los sujetos con discapacidad mental absoluta de 

cualquier edad, de oficio o por denuncia que cualquier persona (at. 18 Ley 1306 de 2009). 

 

24. Provocar la interdicción de personas con discapacidad mental absoluta (artículo 25 de la Ley 

1306 de 2009). 

 

 

Bajo ese panorama funcional puede decirse que, el Defensor de Familia despliega o ejecuta sus 

funciones en cuatro (4) grandes campos (i) Jurisdiccional, cuando despliega potestades de 

administrador de justicia, (ii) Administrativo, cuando actúa como Autoridad Administrativa para 

verificar, garantizar y restablecer los derechos de los niños, niñas y los adolescentes, a través de las 

medidas de restablecimiento de derechos consagradas en la ley de infancia y adolescencia, (iii) de 

intervención, y (iv) de asesoría. 

 

Resulta importante destacar que, el Defensor de Familia no solamente atiende en la especialidad de 

familia sino que sus actuaciones se emplean en diversas áreas del derecho, como en lo penal, civil e 

internacional, donde en relación con la primera, asiste y representa al menor infractor de la ley penal 

ante los jueces de responsabilidad penal para adolescentes; frente a la segunda, cuando interviene 

en pro de los derechos de los menores en juicios que se adelantan ante esa jurisdicción; y en 



ocasión de la tercera, cuando adelanta en fase administrativa el proceso de restitución internacional 

del niño, niña o adolescente, y cuando concede permisos para su salida del país, entre otras. 

 

Valga precisar que, conforme a la función indicada en el numeral 11, el Defensor de Familia deberá 

comparecer ante cualquier autoridad donde se ventilen derechos de los niños, niñas y adolescentes, 

lo que implica que no atiende a especialidad alguna, ni a derechos de la personalidad o 

patrimoniales, ni a autoridad administrativa o jurisdiccional, todo en pro de los intereses de dichas 

personas. 

 

Concatenando los ramos en que el funcionario objeto de análisis desempeña sus funciones, y en lo 

atinente a aquellas de carácter jurisdiccional, podemos decir que allí actúa como un verdadero juez, 

cuyas decisiones son imperativas, como por ejemplo: (i) cuando funge como conciliador, lo cual es 

deducible de los incisos tercero y cuarto del artículo 116 de la Constitución Política1, (ii) la fijación 

provisional de la cuota alimentaria de los menores en caso de no haber acuerdo conciliatorio entre 

los padres de éstos, (iii) fijación provisional de la residencia separada de los cónyuges y/o 

compañeros permanentes, cuando existe controversias al interior de la familia que perturban su 

estabilidad, (iv) cuando decide y practica la diligencia de allanamiento y rescate de menores, y (v) la 

concesión del permiso para los menores salir del país cuando no es necesaria la intervención del 

juez, entre otras. 

 

En lo que embarga a las funciones administrativas, éstas abarcan y demandan de tiempo y 

dedicación, pues esa potestad la ejerce cuando emplea sus poderes a efectos de definir las 

situaciones jurídicas de los menores cuyos derechos se encuentran amenazados o vulnerados, y por 

tanto, opta por su restablecimiento a través del proceso fijado para tal fin por la ley, emitiendo 

medidas de protección, como separar temporalmente al menor de su grupo familiar si es éste el que 

causa el agravio, declarar el estado de adoptabilidad, etc… Asimismo, ostenta facultades de policía 

cuando decide y practica diligencias de allanamiento y rescate de menores, cuyos derechos están 

siendo afectados gravemente. 

 

En suma, el Estatuto Integral del Defensor de Familia adoptado por Resolución No. 1526 del 23 de 

febrero de 2016, proferida por la Dirección General del I.C.B.F., señala que las actividades de 

intervención las ejecuta en gran manera “al intervenir en los procesos o casos en que sea solicitado 

por el Juez de Familia, como son los de a) Cuando el hijo de familia deba litigar en contra de quien 

                                                           
1 “ARTICULO  116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, el Consejo Superior de la Judicatura, 
la Fiscalía General de la Nación, los Tribunales y los Jueces, administran Justicia. También lo hace la Justicia Penal Militar. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
Excepcionalmente la ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinadas autoridades 
administrativas. Sin embargo no les será permitido adelantar la instrucción de sumarios ni juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de jurados en las 
causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los 
términos que determine la ley. (…)” Negrillas fuera de texto. 



ejerce la patria potestad; b) Emancipación judicial del menor; c) Aprobación de la división de una 

herencia o de bienes raíces que el menor posea proindiviso con otros; d) Sucesión y petición de 

herencia. e) Procesos de filiación; f) Investigación de Paternidad; g) Impugnación de paternidad y 

maternidad, entre otros. En todo caso, el Defensor de Familia será citado al juicio siempre que 

se discutan derechos de los niños, niñas o adolescentes.” Igualmente, ante el juez penal para 

adolescentes, interviene como asistente y representante del menor y como querellante legitimo del 

menor en los casos previstos en el artículo 71 de la Ley 906. 

 

Como consecuencia de las intervenciones en la pluralidad de procesos judiciales, si en estos se 

interponen los recursos de alzada, el Defensor de Familia debe continuar ejerciendo sus funciones 

ante los Tribunales de Distrito Judicial en el surtimiento de la segunda instancia de los mismos. 

 

Finalmente, las potestades de asesoría las realiza  en su despacho a toda persona que la requiera 

en asuntos que conciernan a los derechos de la infancia, la adolescencia, la familia y las personas 

discapacitadas mentales absolutas, a lo que puede decirse que en este campo actúa como un 

abogado litigante.  

 

En este punto, a pesar de que es una función de representación del menor, es de resaltar que en tal 

investidura -abogado litigante- debe presentar demandas y adelantar todas las actuaciones que 

incumben al proceso en su beneficio, como por ejemplo, la concierne a sus alimentos, a la petición 

de herencia, de filiación y otras relativas a su estado civil y demás en las que el menor carezca de 

representación.    

 

Debe tenerse en cuenta que, por tratarse de asuntos que incumben a los niños, niñas y 

adolescentes son preferentes a todos los demás, mereciendo por parte de ese servidor una atención 

especial y prioritaria, que no admiten tardanza. 

 

En conclusión, el Defensor de Familia es un funcionario multifuncional con una inmersa carga de 

atribuciones, donde algunas conllevan un carácter mixto, es decir, tiene connotación administrativa y 

jurisdiccional, que además implican y demanda cuidado y dedicación, que merecen ser atendidas en 

sus potestades, así como su vigilancia y atención ante las diferentes autoridades jurisdiccionales o 

administrativas, según el caso.  

 

 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

Teniendo en cuenta que el Defensor de Familia cumple por regla general sus múltiples funciones 

ante el Juez de Familia y ante el Juez Penal para Adolescentes, que tienen la categoría de circuito, y 

a efectos de este estudio y comprender el margen de desigualdad al que se hizo referencia al inicio 

de este documento, resulta necesario observar las calidades exigidas, las funciones que 

desempeñan y el salario devengado por éstos funcionarios y por otros que son delegados o que 



cumplen funciones ante ellos (Procurador Judicial I y Fiscal Delegado), y cuya contraprestación se 

equipara a la del respectivo funcionario judicial.  

 

Esta comparación se hace en atención a que como más adelante se expondrá, la tendencia 

constitucional y legal es equiparar el salario de un servidor a aquel ante el cual es delegado o ejerce 

sus funciones (art. 280 de la C.P., artículos 1, 2 y 3 de los Decretos 3901 de 2008, 707 de 2009 y 

1251 de 2009).    

 

Así tenemos lo siguiente: 

 

EXIGENCIAS Y/O REQUISITOS PARA SER PROCURADOR JUDICIAL I  

 

Para el efecto encontramos exigencias generales, de estudio y de experiencia. 

 

 Requisitos generales: 

 

1. Ser colombiano de nacimiento, ciudadano en ejercicio y estar en pleno goce de sus derechos 
civiles. 
  
2 No estar incurso en causal de inhabilidad o incompatibilidad. 
 
3. No haber llegado a la edad de retiro forzoso. 

 

 Requisitos de estudio 

 

1. Título de abogado, expedido o revalidado conforme a ley. 

 

 Experiencia  

 

1. Experiencia profesional por un lapso no inferior a cuatro (4) años, contados con posterioridad a la 
Obtención del título de abogado. 

 

FUNCIONES 

 

Para los efectos perseguidos, y por la naturaleza de las funciones desempeñadas por el Defensor de 

Familia, quien ejerce similares es el Procurador Judicial I Delegado para la Defensa de los Derechos 

de la Infancia, la Adolescencia y la Familia, quien ejerce las mismas ante los Jueces de Familia y los 

Jueces Penales del Circuito para Adolecentes, las cuales son2: 

 

                                                           
2 Dichas funciones son apreciadas en la Convocatoria 014 del 23 de enero de 2015, por medio de la cual la Procuraduría General de 
la Nación convoca a concurso abierto de méritos para proveer los cargos de tales procuradurías. 



1. Ejercer funciones preventivas y de control de gestión, disciplinarias, de protección y defensa de 
los derechos humanos y de intervención ante las autoridades administrativas y judiciales, de 
conformidad con lo dispuesto en la Constitución Política, las leyes y cuando lo determine el 
Procurador General de la Nación o su Delegado, según corresponda. 
2. Intervenir como agente del Ministerio Público ante los jueces que conozcan asuntos de familia, y 
en el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes ante los jueces penales competentes y 
demás autoridades judiciales y administrativas, tales como los Defensores de Familia adscritos al 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, los Centros Zonales y las Comisarías de Familia, de 
acuerdo con los procedimientos establecidos y la normativa vigente, para defender el orden jurídico, 
el patrimonio público, los derechos y garantías fundamentales, en especial, los de los niños, las 
niñas, los adolescentes, los derechos de la mujer, la familia y las personas en situación de 
discapacidad. 
 
3. Interponer acciones populares, de tutela, de cumplimiento y las demás que resulten conducentes 
para asegurar la defensa del orden jurídico, en especial las garantías y los derechos fundamentales 
de la infancia, la adolescencia, la juventud, las mujeres, las personas con discapacidad y la familia.  
 
4. Intervenir en el trámite especial de tutela que adelanten las autoridades judiciales ante quienes 
actúan, cuando sea necesario, en defensa del orden jurídico, del patrimonio público o de los 
derechos y garantías fundamentales, sociales, económicos, culturales, colectivos o del ambiente, de 
conformidad con lo previsto en la Constitución Política, la normativa vigente y las competencias 
asignadas a la procuraduría judicial.  
 
5. Intervenir y adelantar los trámites de conciliación cuando sea procedente, de conformidad con lo 
previsto en la Constitución y en la ley o cuando se le asigne la función, de acuerdo con lo 
establecido en la normativa vigente. 
 
6. Efectuar seguimiento a los organismos e instituciones encargados de los programas a favor de los 
derechos y garantías fundamentales, de la infancia, adolescencia, juventud, la mujer, las personas 
en situación de discapacidad y la familia, de acuerdo con los procedimientos y normas vigentes, y 
ejercer las funciones de inspección, vigilancia, control y seguimiento de las políticas públicas y 
procedimientos administrativos que refieran a estos temas. 
 
7. Ejercer la vigilancia y control en los procesos administrativos relacionados con el restablecimiento 
y la garantía de derechos de la infancia y la adolescencia, de acuerdo con la ley, los procedimientos 
establecidos y respecto de los asuntos de su competencia. 
 
8. Realizar seguimiento a las autoridades competentes con responsabilidad en la imposición y en la 
ejecución de las medidas y de las sanciones que se le imponen a los menores de edad en conflicto 
con la ley penal, de acuerdo con la ley y los procedimientos vigentes. 
 
9. Notificarse y revisar los procesos de adopción de niños, niñas, adolescentes y jóvenes, en 
cumplimiento de los procedimientos establecidos y la normativa vigente.  
 
10. Intervenir en las homologaciones de los procesos administrativos del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar ante los jueces de familia, de acuerdo con la ley y la normativa vigente. 
  



11. Dirigir y evaluar las actividades del personal a su cargo, de acuerdo con los procedimientos e 
instrumentos establecidos, y ejercer las atribuciones disciplinarias cuando haya lugar, según lo 
dispuesto en la normativa vigente. 
 
12. Responder adecuada y oportunamente los derechos de petición que sean presentados ante el 
despacho respectivo, en el marco de sus competencias, y atender oportunamente las solicitudes de 
información que sean presentadas por la Procuraduría Delegada encargada de las funciones de 
coordinación. 
 
13. Participar en la definición de políticas institucionales y proyectos de la respectiva Procuraduría 
Delegada; apoyar la preparación, elaboración o intervención frente a proyectos de ley que tengan 
relación con las materias de su competencia, así como la organización y realización de eventos, 
foros, seminarios, capacitaciones, encuestas, mesas de trabajo y las demás que se les asignen, de 
acuerdo con las metodologías establecidas por la Oficina de Planeación y las directrices del 
Procurador Delegado. 
 
14. Garantizar el adecuado funcionamiento de la dependencia, en cumplimiento de los sistemas 
integrados de gestión, los procesos definidos en materia de administración del recurso humano y los 
bienes a disposición de la dependencia, de acuerdo con los procedimientos establecidos en la 
institución, y realizar los registros oportunos en los sistemas de información institucionales.  
 
15. Participar en la preparación y ejecución del plan estratégico institucional, de acuerdo con los 
procedimientos establecidos, y presentar los informes de gestión solicitados. 
 
16. Responder por la aplicación de los métodos y procedimientos al igual que por la calidad, 
eficiencia y eficacia del control interno, de acuerdo con los procedimientos establecidos, y apoyar el 
fortalecimiento del sistema de gestión de la calidad de la Entidad. 
 
17. Desempeñar las demás funciones establecidas por la ley, los estatutos o reglamentaciones 
internas o las que le sean asignadas, encargadas o delegadas por instancia competente para ello y 
que sean acordes con el nivel, tipo, grado y propósito del cargo; así como las funciones de apoyo, 
articulación y/o coordinación de procuradurías judiciales en las distintas sedes territoriales que se le 
asignen por parte del Procurador General y/o el Procurador Delegado. 
 

 

Como puede verse los Procuradores Delegados únicamente desempeñan funciones (i) 

administrativas, dirigidas al manejo de la entidad y su despacho, (ii) de intervención ante los jueces 

de familia, los penales para adolescentes, los Defensores y Comisarios de Familia, donde como 

Ministerio Público, actúan en defensa de los derechos de las partes y del ordenamiento jurídico, y 

(iii) de vigilancia, de los procedimientos que se adelantan ante dichas autoridades. 

 

 

 

 

 



EXIGENCIAS Y/O REQUISITOS PARA SER FISCAL DELEGADO ANTE JUEZ DEL CIRCUITO 

 

Las calidades y/o requisitos exigidos para Fiscal Delegado ante los Jueces Penales del Circuito son3: 

 

 Exigencias generales: 

 

1. Ser colombiano de nacimiento y ciudadano en ejercicio y estar en pleno goce de sus derechos 
civiles. 
 
2. Tener título de Abogado expedido o revalidado conforme a la ley, y 
 
3. No estar incurso en causal de inhabilidad o incompatibilidad. 

 

 Requisitos específicos  

 

1.- Título de formación profesional en derecho, y 
 
 2.- Cuatro (4) años de experiencia profesional o docente. 
 

 

FUNCIONES  

 

Siguiendo la misma línea explicativa, es el Fiscal Delegado ante los Jueces Penales del Circuito 

para Adolescentes, autoridad ante la cual también interviene el Defensor de Familia, quienes 

desempeñan las funciones consagradas en el artículo 250 de la Constitución Política, en lo atinente 

a la Responsabilidad penal de los adolescentes. 

 

1. Corresponde al fiscal de oficio o mediante denuncia o querella, investigar los delitos y acusar a los 

presuntos infractores ante los juzgados competentes.   

 

2. Asegurar la comparecencia de los presuntos infractores de la ley penal, adoptando las medidas de 
aseguramiento. Además, y si fuere del caso, tomar las medidas necesarias para hacer efectivos el 
restablecimiento del derecho y la indemnización de los perjuicios ocasionados por el delito. 
 
3. Calificar y declarar precluidas las investigaciones realizadas. 
 
4. Dirigir y coordinar las funciones de policía judicial que en forma permanente cumplen la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
5. Velar por la protección de las víctimas, testigos e intervinientes en el proceso. 
 
6. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 

                                                           
3 Resolución 1101 de junio 17 de 2002.- 



 

De las funciones se extrae que, el Fiscal Delegado despliega sus funciones en un área específica 

del derecho, y con una sola misión, que es, investigar, hacer comparecer al infractor penal, y 

conseguir una decisión de mérito, excepcionalmente ejerce facultades jurisdiccionales, como por 

ejemplo cuando archiva las diligencias. Además, no cumple funciones de índole administrativo, toda 

vez que las mismas están en cabeza de una dependencia de la entidad. 

CALIDADES Y/O REQUISITOS PARA SER JUEZ DEL CIRCUITO  

 

En los artículos 127 y 128 de la Ley 270 de 1996, encontramos unas exigencias generales y otras 

específicas, que para el caso que nos ocupa son las siguientes: 

 

 Requisitos generales  

 

1. Ser colombiano de nacimiento y ciudadano en ejercicio y estar en pleno goce de sus derechos 
civiles; 
 
2. Tener título de abogado expedido o revalidado conforme a ley,  
 
3. No estar incurso en causal de inhabilidad o incompatibilidad. 

 

 Requisito específico  

 

1. Experiencia profesional no inferior a cuatro (4) años. 

 

 

De lo expuesto en cuanto a las calidades y/o requisitos exigidos para desempeñar los cargos antes 

enunciados, tenemos una diferencia que inclina la balanza en contra del Defensor de Familia, pues 

para ejercer dicho cargo se exige una cualidad que a los demás cargos no se les solicita, esto es, un 

título de posgrado, relacionado a las funciones que despliega.  

 

 

Ahora bien, verificadas las funciones y los campos de acción de éstos funcionarios, los cuales son 

equivalentes a las ejercidas por el Defensor de Familia, es menester referirnos a su remuneración 

mensual, a los salarios devengados por los mencionados funcionarios, así como el percibido por un 

juez del circuito, el cual sirve de base o referente, para poder visualizar la diferencia existente en 

este aspecto, el cual se contrapone a las normas laborales enunciadas ab initio. 

 

 

 

 

 



JUEZ DEL CIRCUITO: 

 

Sueldo básico:    $5.287.213,00 

Prima especial de servicios:  $1.586.164,00 

Bonificación judicial:   $2.196.230,00 

TOTAL:    $9.069.607,00 

 

PROCURADOR JUDICIAL I 

 

De conformidad con el artículo 280 de la Constitución Nacional los agentes del Ministerio Público 

tendrán las mismas calidades, categoría, remuneración, derechos y prestaciones de los magistrados 

y jueces de mayor jerarquía ante quienes ejerzan el cargo, es decir, que éstos funcionarios gozan de 

protección constitucional en cuanto a su remuneración que es igual a la percibida por el juez ante el 

cual desempeña sus funciones. 

 

 

FISCAL DELEGADO ANTE EL JUEZ PENAL DEL CIRCUITO 

 

 
De conformidad con los artículos 1,2 y 3 de los Decretos 3901 de 2008, 707 de 2009 y 1251 de 
2009, respectivamente, cuyo texto es  idéntico en uno y otro decreto, se concluye categóricamente 
que un fiscal debe recibir, una asignación mensual igual e idéntica a la que recibe el juez ante el cual 
es delegado. Esta norma tiene el siguiente texto:  
 
ARTÍCULO 1o. Para la vigencia de 2009, la remuneración que por todo concepto perciba el Juez 
Penal del Circuito Especializado, el Coordinador de Juzgado Penal del Circuito Especializado, el 
Fiscal Delegado ante Juez Penal de Circuito Especializado, el Juez de Dirección o de Inspección y el 
Fiscal ante Juez de Dirección o de Inspección será igual al cuarenta y siete punto siete por ciento 
(47.7%) del valor correspondiente al setenta por ciento (70%) de lo que por todo concepto perciba 
anualmente el Magistrado de las Altas Cortes. 

 
A partir de 2010, y con carácter permanente, dicha remuneración será equivalente al 
cuarenta y siete punto nueve por ciento (47.9%) del valor correspondiente al setenta por 
ciento (70%) de lo que por todo concepto perciba anualmente el Magistrado de las Altas 
Cortes.” 
 
“ARTÍCULO 2o. Para la vigencia de 2009, la remuneración que por todo concepto perciba el 
Juez del Circuito, el Fiscal Delegado ante Juez del Circuito, el Juez de División, o de Fuerza 
Naval, o de Comando Aéreo, o de Policía Metropolitana y el Fiscal ante Juez de División, o 
de Fuerza Naval, o de Comando Aéreo, o de Policía Metropolitana será igual al cuarenta y 
tres por ciento (43%) del valor correspondiente al setenta por ciento (70%) de lo que por 
todo concepto perciba anualmente el Magistrado de las Altas Cortes. 
 



A partir del 2010, y con carácter permanente, dicha remuneración será equivalente al 
cuarenta y tres punto dos por ciento (43.2%) del valor correspondiente al setenta por ciento 
(70%) de lo que por todo concepto perciba anualmente el Magistrado de las Altas Cortes.” 
 
“ARTÍCULO 3o. Para la vigencia de 2009, la remuneración que por todo concepto perciba el 
Juez Municipal, el Fiscal Delegado ante Juez Municipal y Promiscuo, el Juez de Brigada, o 
de Base Aérea, o de Grupo Aéreo, o de Escuela de Formación, o de Departamento de 
Policía, el Fiscal ante Juez de Brigada, o de Base Aérea, o de Grupo Aéreo, o de Escuela 
de Formación, o de Departamento de Policía y el Juez de Instrucción Penal Militar será igual 
al treinta y cuatro punto siete por ciento (34.7%) del valor correspondiente al setenta por 
ciento (70%) de lo que por todo concepto perciba anualmente el Magistrado de las Altas 
Cortes. 
 
A partir de 2010, y con carácter permanente, dicha remuneración será equivalente al treinta 

y cuatro punto nueve por ciento (34.9%) del valor correspondiente al setenta por ciento 

(70%) de lo que por todo concepto perciba anualmente el Magistrado de las Altas Cortes.” 

 

 

 

DEFENSOR DE FAMILIA 

 

Pese a la excesiva y agobiante carga de funciones y la gran responsabilidad que pesa sobre estos 

servidores, tienen una exigua remuneración mensual de $4.019.424, más las prestaciones sociales y 

salariales que tiene todo servidor público del orden nacional. 

 

 

 

OBERVACIONES QUE VIABILIZAN LA PROPUESTA QUE ADELANTE SERA PRESENTADA 

 

Lo anterior deja entrever un trato desigual de este funcionario frente a los demás que prestan sus 

funciones ante los jueces del circuito, pues tanto al procurador como al fiscal delegado, la 

Constitución y las demás normas los igualan al funcionario judicial, mientras que al defensor que 

tiene una mayor responsabilidad y una multiplicidad funcional, no se le trata en igual forma, toda vez 

que su remuneración es muy inferior a la devengada por estos servidores, desconociéndose de 

manera notoria el derecho a recibir un salario proporcional a la cantidad y calidad de trabajo, tal 

como lo prevé el artículo 53 de la Constitución Política, que dicho de otra manera, contempla el 

principio conocido en la doctrina como “a trabajo igual salario igual”. 

 

Es claro entonces que, la intensión del constituyente así como del legislador es contemplar una 

equiparación salarial entre un funcionario y aquel ante el cual se ejercen sus funciones o se es 

delegado, tal como se observa para los siguientes cargos: a) de Procurador Judicial II, que devenga 

una remuneración igual a aquella que percibida por un Magistrado de Tribunal, b) Procurador 



Judicial I, que percibe una remuneración igual a la recibida por el juez del circuito ante el cual ejerce 

sus funciones, c) de Fiscal Delegado ante Tribunal, quien percibe un salario igual al Magistrado de 

Tribunal ante el cual es delegado, d) de Fiscal especializado, que percibe una remuneración igual a 

la recibida por un Juez Especializado, e) de Fiscal Delegado ante el Juez Penal del Circuito, que 

recibe una contraprestación igual a éste, f) de Fiscal Delegado ante Juez Penal Municipal que 

igualmente percibe la misma remuneración del Juez Penal Municipal.   

 

Igual situación se observa en relación con los altos dignatarios del Ministerio Público y de la Fiscalía 

General de la Nación que perciben la misma remuneración de los funcionarios ante los cuales 

ejercen la mayoría de sus funciones, así se tiene que, a).- Un Procurador que ejerce sus funciones 

ante el Consejo de Estado, devenga un salario igual al recibido por un Consejero de Estado, b).- un 

Procurador que cumple funciones ante la Corte Suprema de Justicia, percibe una remuneración igual 

a la devengada por un Magistrado de esa Corporación, y c) un Fiscal Delegado ante la Corte 

Suprema de Justicia, recibe un salario igual al percibido por el Magistrado de ese Alto Tribunal. 

 

 

Fuerza concluir de todo lo expuesto que, no es sólo la apreciación objetiva de las funciones la que 

viabiliza la propuesta a presentar, sino su carácter, el gran número de las mismas, la responsabilidad 

que embarga, la especialidad del grupo poblacional en el que se centra, y en especial la autoridad 

ante quien son ejercidas, pues esa circunstancia es la que ha de tenerse en cuenta para ser 

tratamiento  conforme son tratados los funcionarios ya enunciados. 

 

Quiere decirse que, mientras que a ellos –Procuradores y Fiscales delegados- se les equipara al 

funcionario de mayor jerarquía ante el cual ejercen sus funciones en la Rama Jurisdiccional del 

Poder Público, al Defensor de Familia se le mira como un mero cargo de una estructura 

organizacional –ICBF-, sin que se aprecie el fondo de la realidad y sin tener en cuenta que la 

tendencia constitucional y legal en relación del principio material del derecho a la igualdad, de 

equiparar el salario de un servidor a aquel ante el cual ejerce sus funciones o se es delegado. 

 

Es cierto que todo cargo debe estar determinado, clasificado y con funciones definidas, para 

establecerse su remuneración, pero ello no es óbice para que en consideración al aspecto funcional 

de determinado cargo, se le aprecie de manera diferencial, otorgándose un beneficio prestacional a 

efectos de equiparar o nivelar esa carga desproporcionada, sin afectar la clasificación de los demás 

cargos de la entidad a la cual pertenece. 

 

El parámetro expuesto en precedencia es el que tuvo en cuenta el legislador para contemplar en el 

artículo 2° de la Ley 4ª de 1992, que el Gobierno Nacional para la fijación de los regímenes 

salariales y prestacionales de los diferentes servidores públicos tendrá en cuenta la naturaleza de 

las funciones, sus responsabilidades y las calidades exigidas para su desempeño, principio que se 

debe aplicar para equiparar el salario del Defensor de Familia al del Juez del Circuito, que es la 



categoría del Juez de familia y del Juez Penal para Adolescentes ante los cuales ejerce la mayoría 

de sus funciones. 

 

No obstante, la multiplicidad de funciones ejercidas por el Defensor de Familia y cumplir éste 

por naturaleza sus atribuciones ante el Juez de Familia y Juez Penal para Adolescentes, no 

recibe siquiera el monto del salario básico de estos funcionarios judiciales. 

 

 

SOLUCIÓN  

 

La solución a la desventaja salarial que afrontan los defensores de familia del país debe 

restablecerse en consideración a los elementales principios de equidad y justicia, para que 

desaparezca el trato de desigual salarial, teniendo en cuenta que estos funcionarios cumplen una 

labor muy loable en el campo de la protección de los derechos de los menores y de la familia como 

núcleo esencial de la sociedad. 

 

En ese orden de ideas, y teniendo en cuenta que es el Congreso de la República es el que tiene el 

poder de configuración para fijar los lineamientos, objetivos y criterios generales en materia salarial y 

prestacional de los servidores estatales, para eliminar la situación de inequidad laboral planteada, se 

propone con todo respeto el surtimiento de un proyecto de ley, que fije al Gobierno Nacional un 

criterio ordenador, para que éste proceda a su reglamentación efectiva, determinando el monto de la 

prestación que se propone crear para tal efecto, previos los cálculos y apropiaciones presupuestales. 

 

Motivo por el cual proponemos el siguiente proyecto de ley, para que sea analizado y debatido en 

debida forma en esa Célula Legislativa. 

 

 

 

 

 

ÁNGEL CUSTODIO CABRERA BÁEZ   GERMÁN ALCIDES BLANCO ÁLVAREZ 
Senador      Representante a la Cámara por Antioquia. 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

 



 

PROYECTO DE LEY No. ___ 

 

“POR MEDIO DEL CUAL SE ADICIONA UN ARTÍCULO NUEVO A LA LEY 4 DE 1992” 

 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

DECRETA 

 

 

Artículo 1º.- Adiciónese un artículo nuevo a la Ley 4ª de 1992, el cual quedará así:  

 

ARTÍCULO 14A.- “El Gobierno Nacional establecerá una bonificación mensual por equiparación sin 

carácter salarial para los defensores de familia del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, que 

sumada al salario básico y demás ingresos laborales, iguale a los percibidos en su totalidad por un 

juez de categoría circuito, sin que en ningún caso los supere. 

 

PARÁGRAFO PRIMERO: La bonificación mensual por equiparación constituirá únicamente factor 

salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de 

Seguridad Social en Salud. 

 

PARÁGRAFO SEGUNDO: La prestación de que trata el presente artículo debe crearse y hacerse 

efectiva a partir de la vigencia fiscal siguiente a la promulgación de la presente ley”. 

 

ARTÍCULO 2º.- La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.  

 

 

 

 

ÁNGEL CUSTODIO CABRERA BÁEZ   GERMÁN ALCIDES BLANCO ÁLVAREZ 
Senador      Representante a la Cámara por Antioquia. 
 
 


